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Señora

Flor Venegas Chinchilla

Auditora Interna

Municipalidad de Orotina

Estimada señora:

Asunto:
Consulta sobre la procedencia de realizar una auditoría en la Asociación Orotinense del Campo Ferial, específicamente sobre la Feria Nacional de las Frutas 2003

Se da respuesta a su oficio UAI-31-04 del 27 de abril del presente año, mediante el cual solicita a este Despacho se le indique si procede realizar una auditoría en la Asociación Orotinense del Campo Ferial, específicamente sobre la Feria Nacional de las Frutas 2003.

Sobre el particular, se procede a indicar lo siguiente:

La Ley General de Control Interno, No. 8292 establece en su artículo 8, el concepto de control interno como aquellas acciones tendientes, entre otras cosas, a proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.  Concretamente dispone dicho artículo:

“Artículo 8.- Concepto de sistema de control interno

Para efectos de esta ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:

a) proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.

b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.

c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.

d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.”

A su vez, el artículo 9 indica que la Administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos son los componentes orgánicos del sistema de control interno e integran el sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública.

Bajo esta premisa, es que la Ley No.8292 le otorga a las Auditorías Internas amplias competencias en materia de fiscalización, concretamente en el artículo 22 le establece la función de realizar auditorías o estudios especiales en relación con los fondos públicos sujetos a su competencia institucional.

De igual manera, el artículo 33 de la ley establece como potestades del auditor interno y demás funcionarios de la auditoría interna, el acceso a los documentos de los sujetos privados cuando administren fondos o bienes públicos de los entes y órganos de su competencia institucional, así como el poder solicitarle a dichos sujetos privados los informes, datos y documentos para el cabal cumplimiento de su competencia. En este sentido dispone la norma: 

“Artículo 33.- Potestades

El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna tendrán las siguientes potestades:

a) libre acceso en cualquier momento, a todos los libros, los archivos, los valores, las cuentas bancarias y los documentos de los entes y órganos de su competencia institucional, así como de los sujetos privados, únicamente en cuanto administren o custodien fondos o bienes públicos de los entes y órganos de su competencia institucional; también tendrán libre acceso a otras fuentes de información relacionadas con su actividad.(...)

b) Solicitar, a cualquier funcionario y sujeto privado que administre o custodie fondos públicos de los entes y órganos de su competencia institucional, en la forma, las condiciones y el plazo razonables, los informes, datos y documentos para el cabal cumplimiento de su competencia. En el caso de sujetos privados, la solicitud será en lo que respecta a la administración o custodia de fondos públicos de los entes y órganos de su competencia institucional.”  

Ello implica que tratándose de fondos públicos, la Auditoría Interna tiene competencia para fiscalizar la administración o el uso que se les haya dado a dichos fondos, incluyendo aquí la fiscalización sobre los entes privados que administren fondos públicos.

Ahora bien, en el caso en comentario es lo cierto que la Municipalidad de Orotina suscribió un Convenio de Concesión y Administración con la Asociación Campo Ferial de Orotina, por un plazo de 5 años para que durante ese tiempo las instalaciones del campo ferial fueran administradas por la Asociación. 

Si bien las actuaciones de esa Municipalidad que conllevaron a la suscripción de dicho convenio y un addendum fueron dictaminados de nulidad absoluta, evidente y manifiesta por nuestra División de Asesoría y Gestión Jurídica mediante oficio No. 11809 del 17 de octubre del 2003, es lo cierto que antes de dicha declaratoria de nulidad la Asociación administró el campo ferial y realizó actividades en dichas instalaciones, cual fue la Feria Nacional de las Frutas 2003 que usted indica. 

Ello adquiere especial relevancia ya que la nulidad de un acto no puede verse ajeno a las actuaciones que dicho acto generó, tal es así que en la parte final del oficio No. 11809-2003 se aclaró que se dictaminaba favorablemente la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de citados actos, debiendo la Administración proceder a dictar el acto final, su respectiva ejecución “y al correcto trámite de las consecuencias que pudiesen derivarse de esa actuación.”

Así las cosas, si como producto de dicha Feria la Asociación obtuvo ingresos o recursos,  dichos recursos deben verse de naturaleza pública, ya que fueron producto de actividades realizadas en instalaciones de la Municipalidad. Tal es así, que en el propio convenio que suscribieron las partes, la Asociación tenía la obligación de presentar un informe financiero contable a la Municipalidad, sobre las actividades y operaciones realizadas en el campo ferial. Concretamente indicaba la  cláusula  tercera:

“La Asociación se obliga a rendir mensualmente un informe financiero contable de las actividades y operaciones realizadas en el Campo Ferial de Orotina a la Municipalidad, asimismo la Municipalidad a través de la o las personas que ella determine, podrá en cualquier momento realizar funciones fiscalizadoras para determinar que las instalaciones del Campo Ferial de Orotina se les está dando el correcto uso, manejo y administración.”

En consecuencia, si como producto de la Feria Nacional de las Frutas 2003, que según nos indica se llevó a cabo en el campo ferial, la Asociación obtuvo ingresos, es criterio de este Despacho que la Auditoría Interna de la Municipalidad de Orotina sí tiene competencia 

para fiscalizar la administración y el uso de dichos recursos, por considerarse tales recursos de naturaleza pública, independientemente de la naturaleza privada de la Asociación. 

Cabe advertir aquí, que no resultaría válido por parte de la Asociación alegar la declaratoria de nulidad del contrato como razón para considerar que actualmente no tiene ninguna obligación de rendir cuentas a la Municipalidad, ya que la Asociación no puede beneficiarse de un convenio que realizó con la Municipalidad sin cumplir con el procedimiento de contratación establecido por ley, aspecto sobre el cual también tenía responsabilidad la Asociación. 

Y es que en este sentido, el artículo 21 de la Ley de Contratación Administrativa claramente dispone que el contratista también es responsable de verificar el correcto procedimiento de contratación administrativa que se realice. En lo que interesa, dispone la norma:

“Artículo 21.- Verificación de procedimientos

Es responsabilidad del contratista verificar la corrección del procedimiento de contratación administrativa, y la ejecución contractual. En virtud de esta obligación, para fundamentar gestiones resarcitorias, no podrá alegar desconocimiento del ordenamiento aplicable ni de las consecuencias de la conducta administrativa.”

Ahora bien, en lo que respecta a su consulta propiamente, sea si procede realizar una auditoría en la Asociación Orotinense del Campo Ferial, por la realización de la Feria Nacional de las Frutas 2003, hemos de indicar que ello es una decisión que le corresponde tomar enteramente de esa Auditoría Interna, para lo cual debe valorar la orden o directriz que le haya dado el Concejo Municipal como superior jerárquico y su plan de trabajo.

Finalmente, es pertinente recordar algunos aspectos relevantes que rigen la asesoría que este Órgano Contralor  suministra a las Auditorías Internas, a saber:

a) La responsabilidad sobre las decisiones que se tomen en la Auditoría Interna es en forma exclusiva del Auditor(a) Interno(a); para lo cual es indispensable citar la independencia funcional, de criterio, el profesionalismo y la objetividad que debe caracterizar las decisiones en el descargo de sus funciones.

b) La asesoría verbal que proporciona este Órgano Contralor tanto a las Auditorías como a la Administración se realiza en términos de recordarle normativa, lineamientos, o bien, proporcionar criterios que ya estén por escrito y que les sirva junto con otra información pertinente para en definitiva sustentar la toma de decisión o de decisiones que correspondan, acción última que corresponde a cada cual (funcionario de la Administración o Auditor) según sus competencias.

c) En cuanto al Auditor Interno es pertinente recordar el punto 2.1 del Ámbito de desempeño, de los lineamientos para las funciones y requisitos para los  cargos de auditor y subauditor publicados en La Gaceta Nº 205 del 24 de octubre, 2003, que en lo que interesa estipulan “El cargo de auditor interno corresponderá al máximo nivel de competencia, responsabilidad y autoridad de la auditoría interna. Por ende, las funciones que le son connaturales tienen características de orden sustantivo y estratégico, en el diseño, implementación, dirección, evaluación y mejora constante de la calidad de los procesos, procedimientos, productos y servicios que corresponden a esa unidad. El auditor interno responderá por su gestión ante el jerarca y, en lo conducente, ante la Contraloría General de la República, realiza sus funciones con independencia funcional y de criterio. 
d) En cuanto a lo vinculante y obligante para el Auditor, entre otras, las instrucciones o disposiciones emanadas de este Órgano Contralor, es pertinente y prudente que esa Auditoría Interna tenga presente que tales órdenes deben ser siempre por escrito y con el sustento correspondiente.  Lo cual parece tenerse claro toda vez que sobre el asunto en cuestión dicha Auditoría plantea por escrito la consulta, tal y como corresponde.

Licda. Celina Mejía Chavarría
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